EL SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:

ARTÍCULO 1: Derógase la ley 11757.

ARTÍCULO 2: A partir de la sanción de la presente ley, entran en vigencia las ordenanzas municipales que regían las relaciones laborales entre los Municipios y sus agentes hasta el momento de la entrada en vigencia de la ley 11757.

ARTÍCULO 3: A partir de la sanción de la presente ley, restitúyese el inciso 4 del artículo 63 de la Ley Orgánica Municipal (Decreto-ley 6769/58). 

ARTÍCULO 4: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

 .

FUNDAMENTOS

SEÑOR PRESIDENTE: 

Para abordar el tema de la derogación de la ley provincial 11757, denominada “Estatuto para el personal de las municipalidades de la Provincia de Buenos Aires” es menester evaluar a priori su constitucionalidad.

 Al respecto hay que señalar en primer lugar que la Constitución Nacional consagra expresamente el principio de la autonomía municipal en 2 artículos. Así el artículo 5 establece: “Cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo de estas condiciones el Gobierno federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones”, en tanto que el artículo 123 prescribe “Cada provincia dicta su propia Constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5 asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”.

Por lo tanto la primera conclusión que se obtiene es que la ley 11757 es inconstitucional ya que se contrapone con los principios establecidos en los artículos 5 y 123 de la Carta Magna. De ese modo, la norma provincial cercena a los Municipios la posibilidad de regular las relaciones de empleo con sus agentes. 

Pero la falta de constitucionalidad no se agota por el sólo hecho de la intromisión provincial sobre la autonomía municipal. En efecto, la 11757 crea la figura de la “disponibilidad” del empleado público contraponiéndose con lo establecido en el artículo 14 bis de la ley fundamental que garantiza la estabilidad de aquellos. 

En el mismo sentido, la Constitución Provincial establece la estabilidad del empleado público en el artículo 103 inciso 12, y la autonomía municipal en los artículos 190 y 192 inciso 3. 

Atento lo mencionado, es oportuno indicar que en nuestro ordenamiento jurídico rige el principio de supremacía constitucional. Ello significa que la Constitución es la ley suprema de la Nación y todas las demás normas jurídicas deben adecuarse a ella. 

Este principio es protegido por el sistema o doctrina de control de constitucionalidad. En nuestro país dicho control es judicial y difuso. Es judicial porque recae en la jurisdicción judicial que se compone de todos los jueces, sean éstos unipersonales o colegiados; y es difuso porque cualquier juez está facultado para declarar la inconstitucionalidad de una norma, sin perjuicio que cuando ésta es declarada por la Corte Suprema de Nación (CSJN) ejerce influencia sobre los Tribunales inferiores.

La mencionada doctrina encuentra su origen en el caso Mendoza, D. c/ Provincia de San Luis CSJN (14 de septiembre de 1863) que declaró la inconstitucionalidad de la ley provincial que establecía tributos para los productos que salieran de San Luis, vulnerando las disposiciones sobre tránsito interior que establece la Constitución Nacional. 

Ahora bien, el control de constitucionalidad ejercido por los jueces sólo es aplicable a los casos concretos por los cuales aquellos son requeridos. Esto quiere decir que la inconstitucionalidad así declarada no tendrá efectos erga omnes (respecto de todos). 

Por tal motivo, adquiere vital importancia que se ataque a la ley 11757 mediante una ley que emane de la propia Legislatura, de modo que todos los agentes municipales sean beneficiados con la futura ineficacia de la norma. 

Complementariamente a la derogación del Estatuto para el personal de las municipalidades de la Provincia de Buenos Aires, este proyecto prevé que recuperen vigencia las ordenanzas municipales que regían las relaciones entre empleados municipales y Municipios hasta la fecha de entrada en vigor de aquel en el año 1995. 

Asimismo, se establece la restitución del inciso 4 del artículo de la Ley Orgánica Municipal (Dec-Ley 6769/58) el cual fue derogado por el Estatuto avasallando la autonomía de los Municipios. Dicho inciso atribuía a los Concejos Deliberantes la facultad de organizar la carrera administrativa cumpliendo los requisitos de acceso por idoneidad, escalafón, estabilidad, uniformidad de sueldos en cada categoría e incompatibilidades. 

Además de atacarlo de inconstitucional, el contenido del Estatuto fue permanentemente cuestionado por los agentes municipales a través de sus organizaciones sindicales, atento que en el mismo se restringe el goce de algunos derechos que eran consagrados por la mayoría de los Municipios por medio de sus ordenanzas. Es el caso, por ejemplo, de las vacaciones donde los días hábiles de goce fueron convertidos en días corridos. Lo mismo ocurrió con la antigüedad donde se pasó de un 3% que tenían otorgado numerosos distritos, al tope del 1% que rige desde entonces. 

Estos ejemplos alcanzan para ilustrar la precarización que operó la 11757 sobre los empleados públicos municipales. Sin embargo, lo que se cuestiona de esta norma (al punto de pedir su derogación) no es su contenido, sino su violación a lo normado por la CN y la CP.

Por otro lado, no se puede soslayar el endeble y preocupante argumento esgrimido en los fundamentos que sostuvieron al Estatuto. Allí se dice textualmente: “...este nuevo régimen del Empleo Público Municipal permitirá la homogeneización de la gran diversidad de situaciones normativas en que hoy se encuentran los agentes municipales, corrigiendo de este modo las desigualdades e inequidades que de ello se derivan”.

Cabe preguntar: ¿Qué pretendía esta ley? ¿Nivelar hacia abajo? Esto hace acordar a la situación narrada por Marcos Aguinis en su obra “El atroz encanto de ser argentinos”. En ella el escritor recuerda la ocasión en la que el dirigente indigenista boliviano Quispe dijo que si una parte de la población usa hojotas y la otra zapatos, que todos usemos hojotas. Aguinis rebate con una pregunta “¿no sería mejor que todos usemos zapatos?”.

¡Por supuesto, adhiero a la posición del autor! 

Es obvio que si un Municipio otorga mayores y mejores beneficios a sus empleados que otro, los empleados de aquel van estar en una mejor situación laboral. Ahora bien,  la desigualdad no se “corrige homogeneizando” hacia abajo sino que, por el contrario, nivelando hacia arriba. 

Ello se obtenía, justamente, mediante las negociaciones colectivas que las organizaciones sindicales entablaban con los representantes del Municipio. Pero sucede que a partir de la ley 11757, se impidió a los Sindicatos discutir en paritarias las condiciones laborales de los municipales. 

Asimismo, resulta paradójico y disvalioso para los intereses de los empleados municipales lo que ocurre con el  beneficio por antigüedad. Como se dijo precedentemente, la ley 11757 redujo el porcentaje del 3% que tenían muchos Municipios, fijándoles un tope del 1%. Luego en los años de crisis, se redujo también al 1% el adicional por antigüedad de los empleados públicos provinciales regidos por la ley 10430. No obstante, recuperadas las arcas de la Provincia, se sancionó la ley 13354 que restituyó el 3% a los agentes provinciales, mientras que una ley de esta misma Legislatura, impide aún a los municipales regirse por sus normas como lo establece la Constitución, manteniendo de esta manera bloqueada la antigüedad. O sea, desde la Provincia no sólo se limita la autonomía municipal, sino que siquiera se equipara al agente municipal con su par provincial. 

En tal sentido, un proyecto de mi autoría fue presentado en marzo de 2003 con el propósito de restituir el adicional por antigüedad a los municipales, aunque el mismo no llegó a concretarse con la sanción de una norma. 

De todos modos, la solución no pasa por hacer enmiendas al Estatuto, sino que ello debe enmarcarse en la adecuación que deben tener las normas provinciales a la Constitución. Ello garantizará la juridicidad de nuestro ordenamiento jurídico, y en este caso en particular, la autonomía municipal que consagra la Carta Magna. 

    
Es por lo expuesto que solicitamos el voto afirmativo de los Sres. Legisladores al presente proyecto de Ley

